
6 Miércoles 31 octubre 2007 BOE núm. 261 Suplemento

de decisiones judiciales que inadmitieron por extemporá-
neo un recurso interpuesto en un proceso administrativo 
y en un proceso laboral, respectivamente, antes de las 15 
horas del día siguiente hábil al del vencimiento del plazo 
legalmente previsto, al amparo de las previsiones de los 
arts. 79.3 LJCA y 45 de la Ley de procedimiento laboral 
(LPL), en relación con el art. 135.1 LEC. Concretamente, en 
la STC 222/2003, FJ 5, se concluyó que para: «cualquier 
observador… resulta manifiestamente insatisfactorio e 
incomprensible que, sin que fuera posible presentar el 
recurso el día anterior en el Juzgado de guardia tras haber 
sido publicado el Acuerdo del Consejo General del Poder 
Judicial que, además, interpreta que aquél podrá ser pre-
sentado al día siguiente ante el órgano jurisdiccional al que 
iba dirigido, se dicte una resolución de inadmisión que no 
presta atención alguna a estas circunstancias y no ofrece 
tampoco respuesta compensatoria (en atención al… dere-
cho a disponer de la totalidad de los plazos) al hecho obje-
tivo de que el día anterior no se aceptaban escritos de tér-
mino en el Juzgado de guardia», ya que la previsibilidad de 
que la tarde del día en que finalizaba el plazo se rechazaría 
el escrito en el Juzgado de guardia y la confianza en que se 
podría presentar al día siguiente en el órgano judicial des-
tinatario «ya estaban objetivamente generadas, y merecían 
una respuesta suficientemente motivada en atención a 
tales circunstancias» (en igual sentido, cfr. STC 162/2005, 
citada, FJ 2).

4. En el presente caso la aplicación de dicha jurispru-
dencia determina la estimación del amparo, toda vez que el 
Auto de 2 de junio de 2003 se limitó a inadmitir el recurso 
de súplica porque el escrito de interposición se presentó 
un día después del vencimiento del plazo de cinco días 
previsto en el art. 79.3 LJCA, sin que fuera de aplicación lo 
dispuesto en el art. 135.1 LEC, porque el art. 128.1 LJCA 
excluye la aplicación supletoria del anterior artículo. Con 
ello la resolución aquí impugnada desconoció el derecho 
de la recurrente a disponer del plazo en su totalidad y pro-
vocó la inadmisión de un recurso con una fundamentación 
manifiestamente irrazonable, vulnerando, en consecuen-
cia, el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en 
su vertiente de acceso al recurso legal.

La estimación del recurso de amparo con fundamento 
en esta queja nos exime de la necesidad de analizar el otro 
motivo planteado en la demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la entidad mercantil 
Namaja de Maquinaria, S. A. y, en consecuencia:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho de la recu-
rrente a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 
CE).

2.º Restablecerla en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad del Auto de 2 de junio de 2003, de la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribu-
nal Superior de Justicia de Asturias, recaído en la ejecuto-
ria núm. 27-2001, con retroacción de las actuaciones al 
momento inmediatamente anterior al dictado de dicha 
resolución para que se pronuncie una nueva que sea res-
petuosa con el derecho a la tutela judicial efectiva de la 
actora.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de septiembre de dos 
mil siete.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde 
Martín de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Ramón Rodríguez Arri-
bas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado. 

 18860 Sala Primera. Sentencia 199/2007, de 24 de sep-
tiembre de 2007. Recurso de amparo 6848-
2003. Promovido por Gestora Valderas, S.A., 
frente a la Sentencia y al Auto de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Murcia que inadmiten su 
demanda contra la Región de Murcia por san-
ción medioambiental.

Vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (acceso a la justicia): inadmisión de demanda 
contencioso-administrativa por extemporánea, 
presentada en la mañana siguiente al venci-
miento del plazo a tenor de la nueva Ley de 
Enjuiciamiento Civil (STC 64/2005).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6848-2003, promovido 
por la sociedad mercantil Gestora Valderas, S.A., repre-
sentada por el Procurador de los Tribunales don Víctor 
Requejo Calvo y asistida por el Abogado don Javier 
Pérez Pérez, contra la Sentencia de 18 de julio de 2003 de 
la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, 
que declaró la inadmisión del recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 1643-2001, así como frente al Auto de 16 
de octubre de 2003, que desestima el incidente de nuli-
dad promovido frente a la anterior Sentencia. Han inter-
venido el Ministerio Fiscal y la Letrada de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 17 de noviembre de 2003 el Pro-
curador de los Tribunales don Víctor Requejo Calvo, en 
nombre y representación de la sociedad mercantil Ges-
tora Valderas, S.A., interpuso recurso de amparo contra 
las resoluciones judiciales reseñadas en el encabeza-
miento de la presente Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución de este recurso, 
son los que se expresan a continuación:

a) Por Orden de 6 de octubre de 2000 la Consejería 
de Agricultura, Agua y Medio Ambiente de la Región de 
Murcia impuso a la sociedad demandante de amparo una 
sanción de diez millones de pesetas de multa como res-
ponsable de la infracción de «iniciación o ejecución de 
obras, proyectos y actividades sin licencia o autorización, 
o sin ajustarse a las condiciones medioambientales 
impuestas por la calificación ambiental o por la declara-
ción de impacto ambiental», tipificada en el art. 72.1 a) de 
la Ley 1/1995, de 8 de marzo, de medio ambiente de la 
Región de Murcia. Asimismo ordenó la suspensión de las 
actividades que dieron lugar a la sanción, en virtud del 
art. 70.1 b) de la citada Ley 1/1995, y la restauración del 
medio ambiente, de conformidad con el art. 67.1 de la 
misma Ley, reponiendo los bienes alterados a la situación 
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preexistente al hecho sancionado (plantación de cítricos e 
instalación de riego por goteo sin haber obtenido la pre-
ceptiva declaración de impacto ambiental).

b) La sociedad demandante de amparo formuló 
recurso de alzada el 5 de diciembre de 2000 contra la refe-
rida resolución sancionadora, y, entendiendo desesti-
mado dicho recurso por silencio administrativo, el 6 de 
octubre de 2001 interpuso recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Murcia, cuya Sección Pri-
mera dictó Sentencia de 18 de julio de 2003 declarando la 
inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo, 
de conformidad con el art. 69 e) de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa (LJCA), por haber sido interpuesto fuera de 
plazo, al entender el órgano judicial que el plazo de seis 
meses establecido por el art. 46.1 LJCA para recurrir con-
tra la denegación presunta por silencio administrativo 
finalizó (al ser inhábil el mes de agosto, de conformidad 
con el art. 128.2 LJCA) el 5 de octubre de 2001, al compu-
tarse de fecha a fecha los plazos establecidos por meses 
(art. 5 del Código civil).

c) Contra la referida Sentencia la sociedad deman-
dante de amparo formuló incidente de nulidad de actuacio-
nes, por considerar errónea la declaración de inadmisibili-
dad del recurso contencioso-administrativo, ya que éste 
fue interpuesto dentro de plazo, al haber sido presentado 
dentro de las quince horas del día hábil siguiente al del 
vencimiento del plazo, conforme a lo dispuesto en el art. 
135.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de enjuiciamiento 
civil (LEC), que tiene carácter supletorio para la presenta-
ción de escritos en el orden contencioso-administrativo. El 
incidente de nulidad fue desestimado por Auto de 16 de 
octubre de 2003, razonando la Sala que lo dispuesto en el 
art. 135.1 LEC no resulta aplicable al plazo de caducidad 
señalado en la LJCA para la interposición del recurso con-
tencioso-administrativo, que se computa de fecha a fecha, 
sin perjuicio de que lo dispuesto en aquel precepto sea de 
aplicación para la presentación de los restantes escritos en 
el proceso contencioso-administrativo.

3. En la demanda de amparo se alega que las resolu-
ciones judiciales impugnadas han vulnerado el derecho 
de la sociedad recurrente a la tutela judicial efectiva sin 
indefensión (art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso a la 
jurisdicción, porque la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Murcia ha declarado la inadmisión del recurso 
contencioso-administrativo al considerar que el plazo de 
interposición del mismo caducaba el 5 de octubre de 2001, 
rechazando la aplicación supletoria del art. 135.1 LEC para 
la interposición del recurso, lo que constituye una inter-
pretación restrictiva y desproporcionada de la normativa 
aplicable y contraviene la jurisprudencia sentada al res-
pecto por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo, así como el criterio establecido por la 
propia Presidencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Murcia en su Instrucción 3 de 5 de abril de 2001.

4. Por providencia de 7 de febrero de 2007 la Sección 
Primera de este Tribunal acordó la admisión a trámite de 
la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, requerir a la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Murcia para que en el plazo de diez días remitiese 
testimonio del recurso contencioso-administrativo 
núm. 1643-2001, interesándose al propio tiempo que 
emplazara a quienes fueron parte en el mencionado pro-
cedimiento, con excepción de la sociedad recurrente en 
amparo, que aparece ya personada, para que en el plazo 
de diez días pudiesen comparecer en este proceso consti-
tucional, con traslado a dichos efectos de copia de la 
demanda presentada.

5. Por diligencia de ordenación del Secretario de Jus-
ticia de la Sala Primera de 25 de junio de 2007 se tuvieron 
por recibidos los testimonios de actuaciones remitidos por 
la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia y por 
efectuados los emplazamientos, teniéndose por personado 
y parte a la Letrada de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, en nombre y representación de dicha 
Comunidad Autónoma. Asimismo, a tenor de lo dispuesto 
en el art. 52 LOTC, se acordó dar vista de las actuaciones 
por plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal, al Pro-
curador de la sociedad demandante de amparo y a la 
Letrada de la Comunidad Autónoma de la Región de Mur-
cia, para que dentro de dicho plazo pudieran presentar las 
alegaciones que a su derecho conviniesen.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de 
julio de 2007 el Ministerio Fiscal formuló sus alegaciones. 
Tras exponer los antecedentes del caso, señala el Fiscal 
que el asunto guarda semejanza con los recursos de 
amparo resueltos por las SSTC 64/2005, de 14 de marzo, 
y 335/2006, de 20 de noviembre, dictadas con ocasión de 
sendos casos de derecho de acceso a la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, con aplicación del art. 135.1 LEC. 
En dichas resoluciones el Tribunal Constitucional deter-
mina que la clave del planteamiento se refiere a un pro-
blema relativo a la posibilidad de disponer en su integri-
dad del plazo legalmente establecido, que es, básicamente 
y en términos esenciales, el aspecto en el que ha de cen-
trarse el análisis del presente supuesto; esto es, si se ha 
privado o no a la demandante de amparo de la posibili-
dad de disponer de la integridad del plazo que tenía con-
forme a las previsiones legales, habida cuenta del sistema 
de presentación de escritos vigente al tiempo de plan-
tearse el problema.

Afirma el Ministerio Fiscal que la interpretación que 
efectúa la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia 
parte de una exégesis rigorista del art. 46 LJCA, en rela-
ción con el art. 128.1 de la misma Ley, negando la aplica-
ción supletoria del art. 135.1 LEC al considerar completa 
en este aspecto la regulación contencioso-administrativa. 
La argumentación del órgano judicial no da respuesta a la 
cuestión capital, conforme a la doctrina de este Tribunal, 
de cómo y dónde la recurrente, en aplicación de esa pre-
tendidamente completa regulación de la materia, debería 
haber presentado su recurso fuera del horario ordinario 
en el que permanece abierto el registro para preservar su 
derecho a disponer del plazo en su integridad. En tal 
medida, no supera el canon de razonabilidad exigible 
desde la perspectiva constitucional. En definitiva –con-
cluye el Ministerio Fiscal– la postura del órgano judicial 
conduce a hacer impracticable el derecho a disponer del 
plazo legalmente previsto en su integridad y cierra el 
paso, de modo insalvable, al procedimiento contencioso-
administrativo y a la obtención de una resolución de 
fondo sobre el asunto, haciendo prevalecer una interpre-
tación de carácter formalista y de un rigor desproporcio-
nado en relación con los fines que se tratan de proteger 
con el establecimiento legal de la causa de inadmisión 
aplicada, en exégesis que resulta ser la menos favorable 
a la efectividad del derecho fundamental en juego, y, por 
ende, contraria al principio pro actione.

Por todo ello, el Fiscal interesa el otorgamiento del 
amparo solicitado, por vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva, y, en consecuencia, la anulación de la 
Sentencia impugnada.

7. La Letrada de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia presentó escrito de alegaciones el 23 de 
julio de 2007, interesando la denegación del amparo. 
Señala la Letrada que, tal como resulta de las actuacio-
nes, el día inicial del cómputo del plazo de seis meses 
para recurrir en vía contencioso-administrativa contra 
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actos presuntos (art. 46 LJCA y art. 115.2 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las adminis-
traciones públicas y del procedimiento administrativo 
común) era el 5 de marzo de 2001, fecha en la que expiró 
el plazo de tres meses desde la interposición del recurso 
de alzada formulado por la recurrente el 5 de diciembre 
de 2000. En consecuencia, el recurso contencioso-
administrativo, interpuesto el 6 de octubre de 2001, 
resulta extemporáneo, pues el plazo de seis meses con-
cluyó –dado que el mes de agosto es inhábil– el 5 de octu-
bre de 2001, al computarse de fecha a fecha los plazos esta-
blecidos por meses (art. 5 del Código civil y STC 32/1989, 
de 13 de febrero).

Sostiene la Letrada de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia que, aunque la entrada en vigor de la 
vigente LEC supuso una alteración en el régimen de pre-
sentación de escritos, el Consejo General del Poder Judi-
cial, en el Acuerdo reglamentario 3/2001, estableció las 
cautelas necesarias para no convertir el art. 135.1 LEC en 
una consagración de la falta de diligencia de la parte lla-
mada a cumplimentar un trámite. En este sentido, a juicio 
de la Letrada, no resulta aplicable en el presente caso la 
excepción contenida en el art. 135.1 LEC para la presenta-
ción de escritos, puesto que para ello la recurrente debe-
ría haber intentado presentar su recurso el día 5 de octu-
bre de 2001, fuera del horario ordinario en el que 
permanece abierto el registro del Tribunal Superior de 
Justicia de Murcia, ante el Juzgado de Guardia, obte-
niendo del mismo la certificación acreditativa del intento 
de presentación, como señala el art. 41 del citado Acuerdo 
reglamentario.

8. La representación procesal de la sociedad recu-
rrente en amparo formuló sus alegaciones mediante 
escrito registrado en este Tribunal el 25 de julio de 2007, 
reproduciendo las formuladas en la demanda, con cita de 
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo de 2 de diciembre de 2002, recaída 
en recurso para unificación de doctrina, que avala la apli-
cación del art. 135.1 LEC en la jurisdicción contencioso-
administrativa, así como la de la STC 64/2005, de 14 de 
marzo, dictada en un asunto similar al presente. De otro 
lado, recuerda la recurrente que aportó con la demanda el 
Acuerdo de 5 de abril de 2001 por el que se fija el horario 
de recepción de escritos y documentos en el Tribunal 
Superior de Justicia de Murcia durante el año 2001, en el 
que se establece como horario para la recepción de escri-
tos dirigidos a la jurisdicción contencioso-administrativa 
desde las 9 horas hasta las 14 horas, por lo que resultaba 
imposible presentar el recurso contencioso-administra-
tivo dentro de las 24 horas del día 5 de octubre de 2001, 
viernes, lo que llevó a la recurrente a presentarlo al día 
siguiente, sábado, en horario de «valija», antes de las 15 
horas.

9. Por providencia de 21 de septiembre de 2007 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 24 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. La queja formulada por la sociedad demandante 

de amparo es sustancialmente idéntica a la resuelta en 
sentido estimatorio por la STC 64/2005, de 14 de marzo, 
cuya doctrina hemos reiterado en las posteriores SSTC 
239/2005, de 26 de septiembre, 335/2006, de 20 de 
noviembre, 343/2006, de 11 de diciembre, 348/2006, de 
11 de diciembre, 25/2007, de 12 de febrero, 130/2007, de 4 
de junio, y 159/2007, de 2 de julio. Como en aquellos 
casos, se invoca aquí como vulnerado el derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su manifestación 
de derecho de acceso a la jurisdicción, por la decisión 
judicial de inadmitir por extemporaneidad un recurso 
contencioso-administrativo (interpuesto frente a una 

resolución sancionadora) que fue presentado dentro de 
las quince horas del día hábil siguiente al del venci-
miento del plazo de seis meses establecido por el art. 
46.1 de la Ley de la jurisdicción contencioso-administra-
tiva (LJCA) para recurrir contra la denegación presunta 
por silencio administrativo. Sostiene el órgano judicial 
que lo dispuesto en el art. 135.1 de la Ley de enjuicia-
miento civil (LEC) no resulta aplicable al plazo de caduci-
dad señalado en el art. 46.1 LJCA para la interposición 
del recurso contencioso-administrativo, plazo que se 
computa de fecha a fecha (art. 5 del Código civil), aunque 
sí resulta de aplicación la previsión contenida en art. 
135.1 LEC para la presentación de los restantes escritos 
en el proceso contencioso-administrativo.

Pues bien, en aplicación de la referida doctrina consti-
tucional, hemos de declarar que la interpretación y aplica-
ción de los preceptos señalados realizada por el órgano 
judicial ha impedido que la sociedad demandante de 
amparo dispusiera enteramente del plazo legal para la 
interposición del recurso contencioso-administrativo, y 
ha supuesto por ello una lesión de su derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2. No corresponde desde luego a este Tribunal, sino 
a los órganos del Poder Judicial, determinar cómo han de 
ser interpretadas las normas de acceso a la jurisdicción 
contencioso-administrativa, pero sí velar porque la per-
sona que pretende acceder a la misma sea efectivamente 
tutelada y no quede indefensa, cosa que sucederá no sólo 
cuando el rechazo a dicho acceso provenga de una inter-
pretación de las normas que lo regulan que resulte arbi-
traria, o sea manifiestamente irrazonable, o fruto de un 
error patente, sino también cuando se trate de una deci-
sión que por su rigorismo, por su formalismo excesivo o 
por cualquier otra razón revele una clara desproporción 
entre los fines que las causas de inadmisión preservan y los 
intereses que sacrifican (STC 88/1997, de 5 de mayo, FJ 2). 
Como las normas que establecen plazos para la evacua-
ción de trámites procesales suponen «el reconocimiento 
del derecho a disponer del plazo en su totalidad» (SSTC 
269/2000, de 30 de octubre, FJ 5; 38/2001, de 12 de febrero, 
FJ 2; 54/2001, de 26 de febrero, FJ 2; y 222/2003, de 15 de 
diciembre, FJ 4), constituye una interpretación de las rese-
ñadas como vedadas en materia de acceso a la jurisdic-
ción, por el desproporcionado sacrificio de intereses que 
comporta, la que produce como resultado final un acorta-
miento del plazo para dicho acceso, haciendo «impracti-
cable el derecho al disfrute del plazo para interponer el 
recurso en su totalidad» (SSTC 64/2005, de 14 de marzo, 
FJ 3; 239/2005, de 26 de septiembre, FJ 2; 25/2007, de 12 de 
febrero, FJ 2).

3. En el presente caso resulta que el recurso conten-
cioso-administrativo fue interpuesto por la sociedad 
demandante en la mañana del 6 de octubre de 2001 ante 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Murcia, esto es, dentro de las 
quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del 
plazo de seis meses establecido por el art. 46.1 LJCA para 
recurrir contra la denegación presunta del recurso de 
alzada presentado por la demandante el 5 de diciembre 
de 2000 contra la resolución sancionadora (siendo inhábil 
el mes de agosto, de conformidad con el art. 128.2 LJCA). 
El Tribunal Superior de Justicia de Murcia consideró 
extemporáneo el recurso contencioso-administrativo, 
declarando la inadmisibilidad del mismo, al entender que 
lo dispuesto en el art. 135.1 LEC no resulta aplicable al 
plazo de caducidad señalado en el art. 46.1 LJCA para la 
interposición del recurso contencioso-administrativo.

Así las cosas, resulta notorio que la sociedad 
demandante de amparo se vio privada de disponer en 
su integridad del plazo de presentación del recurso 
contencioso-administrativo que la ley le concedía. La 
interpretación judicial de los preceptos concurrentes 
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pudo no resultar en sí manifiestamente irrazonable, pero 
dio lugar a una restricción del plazo legal de acceso a la 
jurisdicción incompatible con la vigencia del derecho a la 
tutela judicial efectiva. Como hemos afirmado ya en 
diversas Sentencias ante supuestos análogos, las reso-
luciones ahora impugnadas no ofrecieron respuesta a la 
cuestión capital de «cómo y dónde el demandante, en 
aplicación de esa pretendidamente completa regulación 
de la materia, debería haber presentado la demanda 
fuera del horario ordinario en el que permanece abierto 
el Registro para preservar su derecho a disponer del 
plazo en su integridad» o, en relación con ello, cómo se 
coordinan para tal preservación «lo dispuesto en los 
arts. 133.1, final del inciso primero, LEC (el día del venci-
miento expirará a las veinticuatro horas), 135.1 LEC (los 
escritos sujetos a plazo pueden presentarse en el órgano 
judicial al que se dirigen hasta las quince horas del día 
siguiente al del vencimiento), 135.2 LEC (en las actuacio-
nes ante los Tribunales civiles no se admitirá la presenta-
ción de escritos en el Juzgado de guardia) y 41 del Regla-
mento 5/1995, de 7 de junio, de los aspectos accesorios 
de las actuaciones judiciales… según la redacción dada 
por el Acuerdo reglamentario 3/2001, de 21 de marzo, del 
Consejo General del Poder Judicial» (SSTC 64/2005, de 
14 de marzo, FJ 4; 239/2005, de 26 de septiembre, FJ 2; 
335/2006, de 20 de noviembre, FJ 4; 343/2006, de 11 de 
diciembre, FJ 4; 348/2006, de 11 de diciembre, FJ 2; 25/
2007, de 12 de febrero, FJ 3; 130/2007, de 4 de junio, FJ 4; 
y 159/2007, de 2 de julio, FJ 3; doctrina que hemos reite-
rado en la reciente Sentencia 179/2007, de 10 de septiem-
bre).

Procede por ello el otorgamiento del amparo y la anu-
lación de la Sentencia y del Auto recurridos, con retroac-
ción de actuaciones al momento anterior al de dictarse la 
primera para que se pronuncie una nueva resolución res-
petuosa con el derecho de la sociedad recurrente a la tutela 
judicial efectiva, en su vertiente de acceso a la jurisdic-
ción.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por Gestora Valderas, S. 
A., y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de 18 de julio 
de 2003 de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, 
que declaró la inadmisión del recurso contencioso-admi-
nistrativo núm. 1643-2001, así como del Auto de la misma 
Sala de 16 de octubre de 2003.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
del pronunciamiento de dicha Sentencia para que se dicte 
una nueva resolución judicial respetuosa con el derecho 
fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de septiembre de dos 
mil siete.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–
Firmado y rubricado. 

 18861 Sala Primera. Sentencia 200/2007, de 24 de sep-
tiembre de 2007. Recurso de amparo 3458-2004. 
Promovido por don Manuel Facorro Casal res-
pecto a la Sentencia de un Juzgado de lo Social 
de Lugo que desestimó su demanda contra la 
Xunta de Galicia en litigio por reclamación de 
cantidad.

Vulneración del derecho a la libertad sindical: 
menoscabo económico por razón de la activi-
dad sindical al denegar un complemento de 
especial dedicación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3458-2004, interpuesto 
por don Manuel Facorro Casal, representado por la Procu-
radora de los Tribunales doña Carmen García Martín y 
bajo la dirección del Letrado don Xermán Vázquez Díaz, 
contra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 2 de 
Lugo de 5 de abril de 2004, dictada en el procedimiento 
núm. 118-2004, sobre reclamación de cantidad. Ha com-
parecido la Xunta de Galicia, representada por el Procura-
dor de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén y bajo 
la asistencia del Letrado don Santiago Valencia Vila. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Pablo Pérez Tremps, quien expresa el parecer 
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 28 
de mayo de 2004, la Procuradora de los Tribunales doña 
Carmen García Martín, en nombre y representación de 
don Manuel Facorro Casal, y bajo la dirección del Letrado 
don Xermán Vázquez Díaz, interpuso recurso de amparo 
contra la resolución judicial citada en el encabezamiento.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) El demandante de amparo, en su condición de edu-
cador en el Centro educativo Santo Anxo de Rábade, inter-
puso reclamación previa ante la Consellería de Familia, 
Xuventude, Deportes e Voluntariado de la Xunta de Galicia 
sobre reconocimiento del derecho a percibir el plus de tur-
nicidad, como complemento de especial dedicación dentro 
del concepto general de complemento de singularidad de 
puesto de trabajo establecido en el punto primero del apar-
tado tercero del art. 26 del Convenio colectivo único para el 
personal laboral de la Xunta de Galicia («Diario Oficial de 
Galicia» núm. 106, de 4 de junio de 2002), argumentando 
que por las especiales características del centro, que per-
manece abierto día y noche todos los días del año, la pres-
tación de servicios de los educadores se realiza por turnos. 
La reclamación fue desestimada por Resolución de 3 de 
diciembre de 2003 con fundamento en que no concurría la 
circunstancia reseñada en el art. 26.3.1 del convenio de que 
«tengan modificaciones constantes de su jornada y/o cum-
plimiento de su horario», al existir en el centro una progra-
mación anual donde se fijan previamente los turnos hora-


